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Es cierto: el Gobierno nacional ha venido concentrando recursos, tanto que ni siquiera transfiere a las
provincias el piso mínimo de 34% de los recursos de la Administración Central, como obliga la Ley
23.548 de coparticipación.

También es cierto que las provincias administran los sistemas públicos de Educación, Salud,
Seguridad y Justicia, que son la base esencial de la igualdad de oportunidades en el territorio argentino.
Asfixiadas entre estas obligaciones y la centralización de recursos en el Tesoro Nacional, su situación
fiscal viene en franco deterioro. 

La conclusión parece obvia: deben destinarse más recursos a las provincias para promover un des-
arrollo más equitativo en la Argentina. Pero toda respuesta fácil a este desafío corre el riesgo de agra-
var los problemas. Es el caso de la propuesta de coparticipar la totalidad del impuesto al cheque que cir-
cula en la oposición. 

Con esta propuesta se lograría aumentar en un 12% los recursos que van a las provincias por el sis-
tema de coparticipación. Oferta que parece muy atractiva para las provincias y para quienes quieren dis-
minuir la discrecionalidad con la que el Poder Ejecutivo maneja la gran caja nacional. Pero distribuir con
los coeficientes vigentes de la distribución secundaria, sólo aumentaría la desigualdad en el país. 

Justamente el sistema al que la Constitución Nacional le ha encargado la misión de igualar las opor-
tunidades en el país ha quedado rigidizado con coeficientes fijados “transitoriamente” en 1988. Criterios
que perjudican a las provincias más pobladas, donde se concentra una gran parte de la población más
pobre del país. Estos criterios son también los que, incluso frente a provincias de similar grado de de-
sarrollo y población, arbitrariamente benefician más a unas que a otras. Por eso, aumentar la masa
coparticipable mejora apenas la situación fiscal de las provincias, pero empeora la equidad de nuestro
sistema federal. Simulando cuánto le habría llegado a cada provincia (per cápita) si se hubiese coparti-
cipado el impuesto al cheque en 2009, las beneficiadas son las de siempre: Tierra del Fuego, Santa Cruz
y Catamarca. En cambio, la provincia de Buenos Aires, Mendoza, Córdoba, Santa Fe y Misiones habrí-
an sido las menos favorecidas.

Algunas propuestas superadoras incluyen crear un fondo que se distribuya mejor: por ejemplo, tenien-
do en cuenta la cantidad de población o las necesidades básicas insatisfechas. Podría ser un fondo de
estabilización, cumpliendo así con los dos objetivos fundamentales en un Estado federal: mayor equidad
y mayor estabilidad. Concretamente, el fondo podría distribuirse a las provincias en los años en que el
crecimiento sea menor a 4%. Y acumularse o destinarse a la cancelación de deuda provincial si el cre-
cimiento fuera más alto.

Otra medida es mejorar cómo se distribuye el Presupuesto Nacional. Si bien hay partidas del gasto
nacional que se asignan equitativamente, como algunos programas del Ministerio de Educación y el de
Salud, en otras partidas es evidente el uso injusto de los recursos, canalizados más por afinidades polí-
ticas que por criterios razonables. Así, los Aportes del Tesoro Nacional o muchas de las inversiones en
Vialidad se destacan por la arbitrariedad de su distribución. Nuestros legisladores pueden jerarquizar el
Presupuesto Nacional como herramienta de distribución. Dos ingredientes enriquecerían esta posibili-
dad: derogar los llamados “superpoderes” y crear una Oficina de Presupuesto en el Congreso que
aumente la capacidad técnica del Parlamento para llevar a cabo esta misión.

El impuesto al cheque es el peor impuesto para mejorar la coparticipación. Es un impuesto que esti-
mula la informalidad y la verticalización en la producción, por lo que debería disminuirse o eliminarse. El
impuesto ideal para repartir sería el Impuesto a las Ganancias. Incluso se podría devolver a las provin-
cias la detracción que se hizo para financiar al entonces deficitario sistema de Seguridad Social. 

Una salida frente al dilema fiscal y político actual sería que nuestros legisladores tengan la grandeza
de proponer criterios igualadores, pero se abstengan de imponer una fórmula de distribución, porque no
tardarían en caer en el poco feliz esquema de la coparticipación, que sólo eterniza enormes desigualda-
des entre las provincias argentinas. Es imposible que se pongan de acuerdo en una fórmula que satis-
faga a todos. Es quizás en este espacio donde el Poder Ejecutivo puede ocupar un valioso rol de árbi-
tro. Utilizando criterios objetivos, no habrá espacio para el error.
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Más recursos para las provincias

Es cierto: la Nación ha venido concen-
trando los recursos, especialmente a partir de
la implementación del impuesto al cheque y
de las retenciones, pero también con la trans-
ferencia de los fondos de las AFJP y la reesta-
tización del sistema de Seguridad Social.
Tanto es así que el Gobierno nacional ni
siquiera transfiere a las provincias el piso
mínimo de 34% de los recursos de la
Administración Central, tal como obliga la
Ley 23.548 de coparticipación si se toman
estrictamente los recursos consignados en
esta ley.

Gráfico 1. Transferencias automáticas a las
provincias como porcentaje de la recauda-
ción de la Administración Central 

Fuente: Elaboración de CIPPEC sobre la base de
datos del Ministerio de Economía de la Nación. 

También es cierto que las provincias
administran los sistemas públicos de
Educación, Salud, Seguridad y Justicia, que
son la base esencial de la igualdad de oportu-
nidades en el territorio argentino. Las pro-
vincias han visto cómo se viene deteriorando
su situación fiscal. Algunas, es cierto, por
mala administración. Pero otras, por los esca-
sos recursos que vuelven a las arcas públicas
provinciales por medio del sistema de copar-
ticipación. Asfixiadas entre sus importantes
obligaciones y la concentración de los recur-
sos en el Tesoro Nacional, se ven obligadas a
golpear las puertas de la Casa Rosada para
lograr que lleguen más inversiones o, las más
apremiadas, más financiamiento (de ahí el
aumento de la deuda provincial). 

El corolario es obvio: deben destinarse
más recursos a las provincias para posibilitar
un desarrollo más equitativo y sostenible en
la Argentina. Pero toda respuesta fácil a este
desafío corre con el riesgo de agrandar el
problema. Tal es el caso de la actual propues-
ta que circula entre la oposición de copartici-
par la totalidad del impuesto al cheque en
lugar del 30% que se coparticipa actualmen-
te. 

Con esta propuesta se aumentarían los
recursos provinciales derivados de la copar-
ticipación en aproximadamente 12%. Oferta
que parece muy atractiva, para los gobiernos
provinciales y especialmente para la oposi-
ción, que sentiría que de esta manera logra,
además, disminuir el margen de discreciona-
lidad con el que el Poder Ejecutivo maneja la
gran caja nacional. Pero paralelamente, se
seguirían asignando recursos públicos según
los coeficientes de distribución secundaria
dispuestos por el sistema de coparticipación
vigente, tan criticados porque no contribu-
yen a promover la equidad en el país. 

Aumenta la desigualdad

La Constitución Nacional ha encargado
al sistema de coparticipación la misión de
igualar las oportunidades en el país.
Paradójicamente, este régimen ha quedado
congelado con coeficientes fijados “transito-
riamente” en 1988, que no hacen otra cosa
que reflejar la fortaleza política que tenía
cada provincia en tiempos de la hiperinfla-
ción. Criterios que perjudican a las provin-
cias más pobladas, donde se concentra gran
parte de la población más pobre del país. Y
que también benefician o perjudican arbitra-
riamente a provincias de similar grado de
desarrollo y población. 

Por eso, aumentar la masa coparticipa-
ble y seguir utilizando los coeficientes de dis-
tribución secundaria vigentes mejora apenas
la situación fiscal de las provincias pero
empeora la equidad de nuestro sistema fede-
ral: se beneficiarían las provincias cuyos
Estados son actualmente los más ricos del
país. 
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Si se hace el ejercicio hipotético de
coparticipar la totalidad de lo recaudado en
2009 por el Impuesto a los Débitos y Créditos
Bancarios se observa claramente qué provin-
cias habrían sido más y menos favorecidas
por el sistema actual de distribución. Las pro-
vincias más pobladas, incluidas Buenos
Aires, Mendoza, Córdoba, Santa Fe y
Misiones, habrían percibido menos de $300
per cápita adicionales a lo que recibieron. En
cambio, Tierra del Fuego, Catamarca, Santa
Cruz y Formosa habrían recibido más de
$600 por habitante. Es decir, más del doble.

Gráfico 2. Provincias beneficiadas y perjudi-
cas según la actual distribución por copartici-
pación

Fuente: Elaboración de CIPPEC sobre la base de
datos del Ministerio de Economía de la Nación e
INDEC.

Lo más grave es que la suma de los
fondos que se hubieran destinado a cada
región no habría contribuido a la convergen-
cia entre las distintas regiones del país. El
Cuadro 1 muestra a simple vista que las
regiones más pobres no hubieran sido las
más beneficiadas, más bien, todo lo contra-
rio. 

Cuadro 1. Relación entre porcentaje de
pobreza y distribución por coparticipación
(per cápita)

Fuente: Elaboración de CIPPEC sobre la base de
datos del Ministerio de Economía de la Nación e
INDEC.

Restricciones políticas

Cambiar el sistema de coparticipación
parece una misión imposible: requiere una
ley - convenio, aprobada por el Congreso, el
Poder Ejecutivo Nacional y todos los Poderes
Legislativos provinciales. Cualquier
Legislatura que justificada o caprichosamen-
te se opusiera a una reforma tiene el derecho
de veto. Conociendo el juego político en la
Argentina, es obvio que en las actuales con-
diciones políticas y económicas, avanzar en
esa dirección es imposible. Pero, pese a esto,
hay todavía mucho margen para mejorar la
distribución de los recursos públicos. 

Propuestas superadoras

Las propuestas superadoras incluyen
la creación de un fondo con una mejor distri-
bución. Por ejemplo, según cantidad de
población a secas o según población con
necesidades básicas insatisfechas. Podría ser
incluso un fondo anticíclico, que cumpliría
entonces con los dos objetivos fundamenta-
les de un Estado federal: promover mayor
equidad y mayor estabilidad.
Concretamente, el fondo podría distribuirse
entre las provincias en los años en que el cre-
cimiento fuese menor a 4%; y acumularse o
destinarse a la cancelación de deuda provin-
cial si el crecimiento fuera más alto.

El impuesto ideal para repartir mejor
entre las provincias sería el Impuesto a las
Ganancias, que –además- debería aumentar
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su participación en la recaudación. Incluso,
se podría devolver a las provincias el 15% de
la masa coparticipable que se detrajo en 1992
para cubrir al entonces deficitario sistema de
Seguridad Social. O se podría eliminar la
detracción de 20% del Impuesto a las
Ganancias también canalizada en 1992 al ter-
cer socio de la coparticipación, el sistema de
Seguridad Social. 

Complementariamente, urge mejorar
la distribución del Presupuesto Nacional. Si
bien hay partidas del gasto nacional que se
asignan equitativamente, como ocurre con
algunos programas de los Ministerios de
Educación, Salud o incluso de Desarrollo
Social, en otras partidas es evidente el uso
arbitrario de los recursos, canalizados más
por afinidades políticas que por criterios
razonables de necesidad. Así, los Aportes del
Tesoro Nacional (ATN) o muchas de las
inversiones en Vialidad se destacan por la
inequidad de su distribución. La
Constitución Nacional ha asignado al
Congreso la tarea de velar por una debida
ejecución del Presupuesto. Nuestros legisla-
dores deberían liderar esta iniciativa. Para
ello, son ineludibles dos ingredientes. 

En primer lugar, se deberían derogar
los “superpoderes”, que le permiten al Poder
Ejecutivo hacer con el Presupuesto “lo que
quiere”. Esto es más sencillo que modificar la
ley de coparticipación: sólo requiere mayoría
simple en el Congreso de la Nación. Y, en
segundo lugar, se debería crear una Oficina
de Presupuesto en el Congreso, lo que poten-
ciaría la capacidad técnica del Poder
Legislativo para llevar a cabo esta misión.

Un atajo engañoso: la coparticipación
del impuesto al cheque

El impuesto al cheque no es el mejor
impuesto para mejorar la coparticipación “en
el margen”. Es un impuesto que estimula la
informalidad y la verticalización en la pro-
ducción, lo cual genera tanto ineficiencia
como inequidad en el sistema tributario. A la
larga, debería disminuirse o, inclusive, elimi-
narse. Coparticiparlo hará que su elimina-

ción en el futuro sea imposible por la conse-
cuente pérdida de recursos para las provin-
cias. 

Pero si lo único que se puede discutir
hoy es el impuesto al cheque, nuestros legis-
ladores deberían tener la grandeza de propo-
ner criterios igualadores, pero abstenerse de
imponer una fórmula de distribución, por-
que no tardarían en caer en  aquella injusta
que rige la coparticipación.

Es imposible que se pongan de acuerdo
en una fórmula que deje felices a los repre-
sentantes de todas las provincias, que volve-
rán a sus distritos haciendo el cálculo exacto
de cuánto les queda. Cualquier fórmula que
exija la utilización de criterios medibles de
necesidad será mejor que la coparticipación.
Es quizás en este espacio donde el Poder
Ejecutivo puede ocupar un valioso rol de
árbitro y así evitar las tensiones entre provin-
cias. Utilizando criterios objetivos, no habrá
espacio para el error. 

Conclusiones y recomendaciones

Teniendo en cuenta las complejidades
del juego político en la actual coyuntura
argentina, se incluyen cuatro recomendacio-
nes de política para lograr una asignación de
recursos públicos que estimule mayor igual-
dad de oportunidades en nuestro país. 

•No coparticipar el impuesto al che-
que. De hecho, no deberían seguir sumándo-
se recursos a la masa coparticipable. Pero
menos que menos el impuesto al cheque, que
debería cobrarse a cuenta, reducirse gradual-
mente y hasta eliminarse. Hay que crear un
fondo, pero debería ser con fuentes que
deban y puedan aumentar, tal como el
Impuesto a las Ganancias. 

•Mejorar la coparticipación “en el
margen”. Es decir, que los recursos adiciona-
les que se repartan utilicen criterios objetivos
y medibles. Algunos ejemplos de estos crite-
rios son: población, necesidades básicas insa-
tisfechas, pobreza, desempleo, deserción
escolar secundaria, mortalidad materno-
infantil o recursos fiscales provinciales. 



5

Aquí, hay dos caminos. Si los recursos
provienen de la masa coparticipable y no tie-
nen asignación específica, requieren una ley -
convenio, imposible de lograr. Si en cambio
se apunta a la constitución de un fondo con
fines específicos, se cuenta con la ventaja de
que sólo se requiere mayoría simple en el
Congreso. Pero, también, aparece una des-
ventaja: se obliga a las provincias a gastar
con un objetivo específico, no necesariamen-
te el más urgente en la jurisdicción, y se dis-
minuye la autonomía de los gobiernos pro-
vinciales para establecer sus prioridades. 

Para resolver esta limitación, debieran
crearse fondos con asignación específica pero
que dejen cierto margen para su administra-
ción. El fondo anticíclico antes mencionado
es un buen ejemplo. La clave aquí, es definir
los criterios pero no discutir la fórmula exac-
ta. Dejar en manos del Poder Ejecutivo el
diseño final le puede dar la posibilidad de
constituirse en un árbitro constructivo.

Teniendo en cuenta que no existe fórmula
posible que utilizando los criterios antes
mencionados pueda distribuir los recursos
de peor manera que el sistema de copartici-
pación, no hay nada que perder con esta
apuesta. 

•Derogar los “superpoderes” para
posibilitar al Congreso un rol constructivo
en el proceso presupuestario. Esto jerarqui-
zaría al Presupuesto Nacional, mediante el
cual actualmente se distribuyen muchos más
recursos que a través del sistema de coparti-
cipación. De esta forma, sería posible una
asignación más equitativa, con la utilización
de criterios objetivos, así como su control
posterior. 

•Crear una Oficina de Presupuesto en
el Congreso que dote a los legisladores del
apoyo técnico necesario para realizar la tarea
mencionada en el punto anterior. 
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Notas


